
 

Oficio N° S-119-2020. 
 
 

Valparaíso, 5 de marzo de 2021. 
 
 

 
 La Comisión de Salud del Senado ha estudiado en 
trámite reglamentario de Tercer Informe el proyecto de ley sobre protección de 

la salud mental, Boletines Nos 10.563-11 y 10.755-11, refundidos. Los artículos 
14, 15, 18 y 21 de esa iniciativa merecieron observaciones por parte de ese 
Alto Tribunal, referidas a los tribunales competentes para conocer de las 

cuestiones que tratan dichos preceptos. 
 
 En cumplimiento de lo que disponen el artículo 77 

de la Constitución Política de la República y el artículo 16 de la ley N° 18.918, 
orgánica constitucional del Congreso Nacional, cumplo con poner en 
conocimiento de Vuestra Excelencia, a fin de recabar su opinión, los textos 

aprobados en la actual etapa reglamentaria del trámite legislativo, 
modificatorios de los preceptos mencionados. 
 

 Dios guarde a V.E. 
 
 

 
 
 

CAROLINA GOIC BOROEVIC 
Presidenta de la Comisión 

 

 
     FERNANDO SOFFIA CONTRERAS 
           Secretario de la Comisión 

 
 
 

 
 
 

 
A S.E. 
EL PRESIDENTE DE LA CORTE SUPREMA 

DON GUILLERMO SILVA GUNDELACH 
PRESENTE. 



 

 
 

ARTÍCULOS CONSULTA 

 
 

Artículo 14.- Transcurridas 72 horas desde la 

hospitalización involuntaria, si se mantienen todas las condiciones que la 
hicieron procedente y se estima necesario prolongarla, la autoridad sanitaria 
solicitará su revisión al Tribunal de Familia competente del lugar donde se 

encuentre el establecimiento de salud respectivo, entregando al tribunal todos 
los antecedentes que le permitan analizar el caso, debiendo incluir un informe 
del equipo médico tratante que justifique la prolongación de la hospitalización 

involuntaria.  
 
El Tribunal de Familia respectivo, en el plazo de tres 

días hábiles contados desde la presentación de la solicitud, deberá resolver si 
se cumple con los requisitos de legalidad establecidos en el artículo 13 de la 
presente ley. 

 
En caso de ser necesario, el Tribunal de Familia 

podrá, dentro del plazo de tres días hábiles, oficiar, solicitando informes 

complementarios a los profesionales tratantes y a la Comisión Regional de 
Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales. 
Dichos informes deberán ser entregados al tribunal en el plazo de cinco días 

hábiles. Será el Servicio de Salud respectivo quién tramite dichos oficios. 
 
Transcurridos los plazos señalados anteriormente, 

según corresponda, y en caso de no cumplirse con los requisitos de legalidad 
establecidos en el artículo 13, el Juez de Familia correspondiente deberá 
resolver, ordenando la cesación de la hospitalización psiquiátrica involuntaria. 

 
Cada treinta días corridos contados desde la última 

revisión por parte del Juez de Familia respectivo, y siempre que el equipo 

médico estimare que es necesario prolongarla, este deberá enviar al tribunal, 
dentro de las 24 horas siguientes al cumplimiento de dicho plazo, una 
actualización de los antecedentes señalados en el inciso primero, que den 

cuenta de la evolución de la persona hospitalizada. 
 
Recibido el informe, el tribunal deberá revisar los 

nuevos antecedentes en conformidad con lo establecido en este artículo. 
 
En cualquier momento el Juez de Familia podrá 

disponer el alta hospitalaria inmediata, si es que no se cumplen los requisitos 
legales contemplados en el artículo 13 de la presente ley. 

 

 
Artículo 15.- La persona hospitalizada 

involuntariamente o su representante legal tienen derecho a designar uno o 



 

más abogados de su confianza. Si no lo tuviere, el Tribunal de Familia 
competente procederá a hacerlo. 

 

En todo caso, la designación del abogado deberá 
tener lugar antes de la realización de la primera audiencia a que fuere citada 
la persona hospitalizada involuntariamente.  Si ésta se encontrare privada de 

libertad, cualquier persona podrá proponer para aquél un abogado 
determinado, o bien solicitar al Tribunal de Familia competente su designación.  

 

Para estos efectos, será competente el Tribunal de 
Familia del lugar en donde el hospitalizado involuntariamente se encontrare.  

 

 
Artículo 18.- La persona hospitalizada bajo su 

consentimiento podrá en cualquier momento decidir por sí misma el término 

de su hospitalización. Cuando la hospitalización voluntaria se prolongue por 
más de treinta días corridos, la Comisión Regional de Protección de los 
Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales y el equipo de salud a 

cargo deberán comunicarlo de inmediato al Tribunal de Familia competente, 
para que éste la revise de conformidad al procedimiento establecido en el 
artículo 14 de la presente ley. 

 
 
Artículo 21.- El manejo de conductas 

perturbadoras o agresivas que pongan a la persona en condiciones de riesgo 
real e inminente y que amenacen la integridad o la vida de sí mismo o terceros, 
debe hacerse con estricto respeto a los derechos humanos, incorporando 

estrategias y protocolos para prevenir su ocurrencia, y considerando la 
voluntad y preferencias expresadas por la persona para el manejo de las 
mismas, pudiendo sólo aplicarse en los casos en que concurra indicación 

terapéutica acreditada por un médico, siempre que no exista otra alternativa 
menos restrictiva y que la necesidad de su aplicación fuere proporcional en 
relación a la conducta perturbadora.  

 
Los equipos tratantes deben acompañar a las 

personas durante estas situaciones, sobre la base de una contención 

emocional y ambiental. En caso de utilizar la contención física, mecánica, 
farmacológica y de observación continua en sala individual, éstas sólo podrán 
aplicarse en los casos en que concurra indicación terapéutica acreditada por 

un médico, y durante el tiempo estrictamente necesario, empleando todos los 
medios para minimizar sus efectos nocivos en la integridad física y psíquica 
del paciente. En ningún caso las acciones de contención pueden significar 

torturas, apremios ilegítimos u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes. 
Durante el empleo de las mismas, la persona tendrá garantizada la supervisión 
médica permanente. 

 
De todo lo actuado en el uso de estas medidas se 

dejará registro en la ficha clínica, se informará a la autoridad sanitaria, a la 

Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con 



 

Enfermedades Mentales y a un pariente o representante de la persona, de la 
forma establecida en el reglamento. De la aplicación de estas medidas y de 
aquellas que restrinjan temporalmente la comunicación o contacto con las 

visitas, se podrá solicitar su revisión a la Comisión Regional que corresponda. 
En el caso de las personas hospitalizadas de forma involuntaria, estas 
medidas se pondrán en conocimiento también del Tribunal de Familia 

competente respectivo para efectos de lo establecido en el artículo 14 de la 
presente ley. 

 

Mediante un reglamento expedido por el Ministerio 
de Salud se establecerán las normas adecuadas para el manejo de las 
conductas perturbadoras o agresivas que las personas con discapacidad 

psíquica o intelectual pudieran tener en establecimientos de salud y el respeto 
por sus derechos en la atención de salud. 
 

 
- - - 
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